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En el presente informe jurídico, se analiza el procedimiento administrativo sancionador 

sobre Protección al Consumidor. La denuncia fue interpuesta por J.A.C.F en contra de la 

empresa I ante la Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor de la 

Oficina Regional del INDECOPI Lambayeque, por presunta infracción de los artículos 18 

y 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor - Ley N° 29571; toda vez que, 

conforme a lo expuesto por el denunciante, la empresa I no cumplió con el pago de S/. 

15,000.00, monto que ganó en la apuesta N°07 “Hamilton Lewis”, realizado el 16 de julio 

de 2018, a través de su portal web. Posteriormente, mediante Resolución N° 102- 

2019/INDECOPI-LAM, la Comisión de Protección al Consumidor, declaró fundada la 

denuncia y sancionó a I con una multa de 1 UIT, por infracción del artículo 19° Código, 

en la medida que quedó acreditado que el denunciado había incumplido con realizar el 

pago de S/ 15 000,00, correspondiente a la apuesta del evento “Germany Grand Prix 

2018”, pues ante la existencia de un “error evidente”, el denunciado tenía la facultad de 

variar o modificar la probabilidad de las apuestas ofertadas, situación que no enervó la 

obligación del denunciado de adoptar aquellas medidas destinadas a no generar en sus 

consumidores la expectativa de que las mismas todavía se encuentran vigentes; también 

ordenó al denunciado, en calidad de medida correctiva, que un plazo máximo de quince 

15 días hábiles de notificada la resolución, cumpla con entregar al denunciante, el monto 

S/.15.000.00, teniendo en consideración la probabilidad de 3 000 asignada al jugador 

Hamilton Lewis y lo condenó al pago de las costas y costos del procedimiento; y dispuso 

su inscripción en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi (RIS). Ante ello, el 

denunciado presentó recurso de apelación, indicando que no se generó expectativas en 

el consumidor, pues existía el Reglamento de “Te Apuesto”, que señalaba que podían 

darse errores durante los juegos, y, para salvaguardar el interés de cada una de las 

partes se determinaba que se podía devolver las apuestas efectuadas por los 

consumidores y tampoco se podía negar que los consumidores de “Te Apuesto” son 

especializados, pues requieren tener conocimientos avanzados sobre la mecánica de los 

juegos siendo imprescindible la lectura del Reglamento. Por último, la Sala Especializada 

de Protección al Consumidor, revocó la Resolución 102-2019/INDECOPI-LAM que 

declaró fundada la denuncia; en consecuencia, se declaró infundada la misma, al 

haberse acreditado que no correspondía que se entregue al denunciante la suma de S/ 

15 000,00 por el juego denominado “Te Apuesto”; ya que, de la apreciación integral del 

juego de apuesta, se evidenció que éste contenía un error evidente en la probabilidad 

asignada al participante “Hamilton Lewis”, según el artículo 7° del Reglamento, que 

desde la perspectiva del mercado, se consideró como servicio especializado, lo que 

implica que el consumidor al realizar una apuesta deportiva de Fórmula 1 debe 

informarse sobre el servicio y existió una falta de razonabilidad en la probabilidad 

asignada al jugador, pues carecía de elementos esenciales de razonabilidad bajo los 

parámetros del mercado. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

1.1. Denuncia 
 

Que, el 10 de agosto de 2018, el señor J.A.C.F. interpuso denuncia en contra de la 

empresa I, ante la Secretaría Técnica de la Oficina Regional del INDECOPI de Lambayeque, por 

la presunta infracción a la Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

1.1.1. Fundamentos de hecho 

 
Con fecha 16 de julio de 2018, el señor J.A.C.F. participó a través de la página web de I, 

del juego llamado “Te apuesto” (ticket N° 40535995), mediante su cuenta “Cixmen” 

correspondiente a la carrera del “Grand Prix de Alemania” del día 22 de julio de 2018, realizando 

7 apuestas por un monto de S/5,00 por cada participante; cabe resaltar, que al concursante 

Hamilton Lewis, se le asignó una probabilidad de 3000. 

Posteriormente, el 22 de julio de 2018, logró ser acreedor de S/. 15,000 soles; toda vez 

que, el deportista Hamilton Lewis ganó el evento “Germany Grand Prix 2018”; sin embargo, se 

dio con la sorpresa que no se le depositó dicho monto; por lo que, remitió un correo al denunciado 

el 23 de julio de 2018 y la persona de S.Z. le informó que su correo fue derivado al área 

correspondiente. 

Tal es así que, el 25 de julio, se percató que el ticket ganador había sido borrado del 

historial de jugadas; situación, que resultaba maliciosa y que generaba un perjuicio grave a los 

usuarios que confiaron en la información brindada, pues el proveedor del servicio es el único que 

podía manipular el sistema. 

1.1.2. Fundamentos de derecho 

 
 

- Artículo 18 y 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor - Ley N° 29571. 

- Artículo 104 del Código de Protección y Defensa del Consumidor - Ley N° 29571. 

 
 

1.1.3. Medios probatorios: 

 
 

- Captura de pantalla de la jugada 40535995 del 16 de julio de 2018. 

- Captura de pantalla Te Apuesto Ticket 4053995 del 16 de julio de 2018. 
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- Captura de pantalla del detalle del cupón 40535995 del 16 de julio de 2018. 

- Captura de pantalla del detalle del cupón 40535995 del 16 de julio de 2018 en donde se 

observa que la apuesta siete es la ganadora. 

- Captura de pantalla de historial de jugada en donde ya no figura la jugada ganadora 

40533995. 

- Captura de pantalla Premio Te Apuesto del 27 de julio de 2018 por el monto de S/.11,00 

soles. 

- Captura de pantalla de movimientos donde se observa en la descripción del premio Te 

Apuesto 40533995. 

- Captura de pantalla de correo electrónico de 23 de julio de 2018 enviada a I. 

- Captura de pantalla de correo electrónico de 25 de julio de 2018 enviada a I, 

 
1.2. Admisión a trámite 

 

Mediante Resolución N° 01, con fecha 20 de agosto de 2018, la Secretaría Técnica de la 

Comisión de la Oficina Regional del INDECOPI, admitió a trámite la denuncia presentada por 

J.A.C.F. en contra de la empresa I y corrió traslado al denunciado para que presente sus 

descargos en el plazo establecido por ley. 

 

1.3. Descargos 

 
El 24 de septiembre de 2018, la empresa I presentó sus descargos en contra de la 

denuncia presentada por J.A.C.F, por la presunta infracción del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor- Ley N° 29571. 

 

1.3.1. Fundamentos de hecho y de derecho 

 
La empresa I, señaló en sus descargos, que cada dos semanas publicaba un boletín con 

diferentes apuestas deportivas y asignaba probabilidades a cada apuesta por partido (resultado 

final, resultado parcial, etc.). Así mismo, publicaba la cartilla con anterioridad a la entrada en 

vigencia del producto con el objetivo de informar al cliente con anticipación de las jugadas, cuyo 

inicio es la primera hora del día siguiente; este margen de antelación a la publicación permitía 

advertir los errores que deben corregirse antes de la entrada en vigencia, como sucedió en este 

caso. 

Si bien, el denunciante realizó su apuesta el 16 de julio de 2018, antes de la vigencia de 

la edición; es el 17 de julio de 2018, que se publicó la edición N° 755 del programa 1133-1173 



5  

de Te Apuesto, la cual estuvo vigente hasta el 26 de agosto de 2018 y en el evento N° 087, se 

marcó una probabilidad de 2.20 para el jugador Lewis Hamilton. 

Que, el Gran Prix, estaba conformado por un total de 67 vueltas, las que imponían un 

grado de incertidumbre para el espectador, debido a que los resultados dependían del 

desempeño en conjunto del piloto, automóvil y equipo de mecánicos. Es importante mencionar, 

que ante una hazaña del concursante; por la complejidad de las vueltas, un 20% de participantes 

se vieron obligados a retirarse. 

El denunciado recalcó que el consumidor tenía conocimiento que la participación de una 

figura de talla mundial implicaba una probabilidad mucho más alta de ganar que las del resto de 

competidores. 

Aunque, el denunciante realizó una apuesta a favor de Hamilton Lewis (reconocido 

mundialmente), se constató en diferentes casas de apuestas que el competidor tenía 

probabilidades que no se acercaban a 3000, valor ofrecido erróneamente en su página web, 

antes de la vigencia de la Edición 755; razón por la cual, se consideró como error evidente, de 

acuerdo al Reglamento de “Te Apuesto”. Dicho reglamento, fue conocido por el denunciante al 

crearse la cuenta “Cixmen”; pues, en los alcances generales se establecía cómo se configuraban 

los errores evidentes; y la probabilidad excedía el 50%, supuesto contemplado en el Reglamento; 

por lo que, efectuó el pago únicamente por el monto de S/ 11.00, con una probabilidad de 2,2. 

 

1.4. Acta de Audiencia 

 
En la oficina de la Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor de la 

Oficina Regional del INDECOPI Lambayeque, el 01 de febrero de 2019, a las 16:00 horas, el 

señor J.A.C.F ratificó su denuncia para que el denunciado cumpla con cancelar la suma de 

S/.15,000.00, monto ganado en el juego realizado el 16 de julio de 2018; además, solicitó el pago 

de costas y costos del procedimiento ascendente a S/.3,536.00 soles; en cambio, el 

representante de I, el señor J.M.L.M, indicó como propuesta conciliatoria la devolución del monto 

apostado ascendente a S/. 5,00 soles. 

Se dejó constancia que las partes asistentes no llegaron a ningún acuerdo conciliatorio, 

y se dio por concluida la audiencia. 
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1.5. Resolución de Primera Instancia 

 
La Comisión de Protección al Consumidor, mediante Resolución Nº 0102- 

2019/INDECOPI-LAM, resolvió declarar fundada la denuncia interpuesta por el señor J.A.C.F en 

contra de I, por la presunta infracción al artículo 19° de la Ley N°29571, Código de Protección y 

Defensa del Consumidor. 

En consecuencia; ordenó como medida correctiva que en un plazo máximo de quince 

(15) días hábiles de notificada la resolución, el denunciado, cumpla con entregar, el monto 

correspondiente tomando en cuenta la probabilidad de 3000. Además, se le sancionó con una 

multa de 1 Unidad Impositiva Tributarias por la infracción al deber de idoneidad; así también, se 

le ordenó a cancelar las costas y costos del procedimiento; por último, se dispuso el registro de 

I en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi, una vez que la resolución haya quedado 

firme en sede administrativa, conforme a lo establecido en el artículo 119° de la Ley Nº29571, 

Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

Los fundamentos considerados por la Comisión fueron los siguientes: 

 
Que, la empresa I tenía la facultad de variar o modificar la probabilidad de las apuestas 

ofertadas ante un supuesto de “error evidente”; pero, ello no enervó la obligación de adoptar las 

medidas destinadas a no generar en sus consumidores la expectativa de que las mismas se 

encuentran válidas y vigentes. 

Por consiguiente, denunciado debió detectar de manera pertinente el error existente en 

el evento, para que pudiera impedir la venta de todas aquellas apuestas que se efectuaran el 16 

de julio de 2018, sin que se afecte la legítima expectativa de sus consumidores. 

Por otro lado, el denunciado no tuvo una actuación idónea, al no advertir con anticipación 

que existía una falla en sus sistemas, las cuales la llevarían al presunto error y posterior venta 

de las apuestas. Situación, que generó en los consumidores una expectativa legítima que su 

participación era correcta. 

El proveedor tenía el deber de incluir un mecanismo virtual de apuestas que le permitan 

llevar un control de alertas inmediatas de las fallas que este presenta, para evitar hechos como 

estos; a través del bloqueo automático de los juegos o apuestas, ya que, ningún consumidor 

espera que cuando apuestan sean los mismos, los que se percaten de los errores de los sistemas 

sin recibir ninguna alerta. 
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Así mismo, el denunciado tenía que otorgar seguridad de sus operaciones y no trasladar 

a los consumidores la responsabilidad por contar con experiencia en el servicio; ya que, 

únicamente realizan sus apuestas a través del sistema controlado por I (canales virtuales o 

puntos de venta de tickets). 

 

1.6. Recurso de Apelación 

 
Que, con fecha 14 de marzo de 2019, I apeló la Resolución 102-2019/INDECOPILAM, 

argumentando un error de derecho. 

Primero, que existía una contradicción de la Comisión en los considerandos 41, 42 y 43 

de la citada resolución, pues se señaló que la empresa I podía variar o modificar la probabilidad 

de las apuestas ante el error evidente, y después estableció que su actuar no era idóneo en tanto 

debió advertir oportunamente que existían fallas en su sistema; por lo que, en un primer momento 

advierte la desnaturalización de las apuestas, que I podía aplicar su reglamento y que también 

podía ser responsable por el error no advertido. 

Así mismo, se debió tomar en cuenta el punto 5 del Reglamento de “Te Apuesto”, en el 

que indica que, se consideraban errores evidentes las probabilidades que creaban ganancias 

50% superiores a las probabilidades promedios ofrecidas por proveedores globales para la 

misma apuesta o combinación. En ese sentido, del reglamento se advierte que podían darse 

errores durante los juegos, y, para salvaguardar el interés de cada una de las partes, se 

determinaba que se podía devolver las apuestas efectuadas por los consumidores. 

No se generó una expectativa al denunciante, pues la lectura del reglamento es 

imprescindible, pues este tipo de juegos son especializados y requieren que el consumidor tenga 

conocimientos avanzados sobre la mecánica de los juegos. 

 

1.7. Absolución de la Apelación 

 
Que, con fecha 24 de mayo de 2019, el denunciante J.A.C.F refutó los argumentos de la 

apelación, indicando que: 

 

Si bien el consumidor podía acceder a reglamentos o normas de este tipo de jugadas; no 

implicaba, renuncia a sus derechos como consumidores, tal como lo establece el numeral 1.3 del 

artículo 1° del Código, que declara como nula la renuncia a los derechos reconocidos por la 

norma y nulo todo pacto en contrario. 
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A pesar que el denunciante reconoció que aceptó el reglamento, ello significaba 

únicamente beneficio al proveedor y no se le podía calificar como un consumidor especializado, 

pues para ello, se debía evaluar cada caso en particular; dicha condición inclinaría la balanza a 

favor del proveedor. 

 

1.8. Resolución de Segunda Instancia 

 
El Colegiado resolvió revocar la Resolución 102-2019/INDECOPI-LAM, que declaró 

fundada la denuncia interpuesta por el señor J.A.C.F en contra de la empresa I, por presunta 

infracción del artículo 19° del Código; en consecuencia, se declaró infundada la misma y se dejó 

sin efecto la medida correctiva ordenada, la sanción impuesta de 1 UIT, la condena al pago de 

las costas y costos del procedimiento y la disposición de inscripción en el RIS. 

La Sala Especializada en Protección al Consumidor emitió la resolución tomando en cuenta 3 

factores: 

(i) El tipo de mercado al cual pertenece el producto ofertado; 

(ii) Que el denunciante no haya alegado o sustentado el potencial estado de especial 

desprotección o desconocimiento respecto del servicio de apuesta deportiva; y, 

(iii) La situación del competidor apostado (“Hamilton Lewis”) con relación a los otros 

participantes competidores en el mismo evento. 

A partir de la perspectiva del mercado, se consideró como un servicio especializado que 

implica que el consumidor deberá realizar la apuesta deportiva de Fórmula 1 con investigación e 

información sobre el servicio a contratar y respecto a la perspectiva del propio consumidor. El 

denunciante no alegó tener desconocimiento de la contratación del servicio y esta idea reforzaba 

la conclusión sobre el nivel de conocimiento que debe tener un consumidor en este tipo de 

juegos. 

La Sala consideró, que existía una falta de razonabilidad en la probabilidad asignada al 

jugador, ya que carece elementos esenciales de razonabilidad bajo los parámetros del mercado; 

por lo que, no se constituyó una legítima expectativa al consumidor ante la falta de congruencia 

entre su premisa “Hamilton Lewis” y el contenido de su probabilidad (3000). 

En el artículo 7° del Reglamento de I, se desprenden los supuestos en los cuales las 

probabilidades de las apuestas son catalogadas como errores evidentes. Entonces, en el 

presente caso, el organizador podía calcular el monto del premio tomando en cuenta la 

probabilidad o reembolsar la apuesta, si ocurría de manera independiente cualquiera de los 
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siguientes elementos: (i) cuando se establecen probabilidades que crean ganancias que son 50% 

superiores a las ofrecidas por un proveedor global de probabilidades para la misma apuesta o 

una combinación de las apuestas; (ii) cualquier otro elemento que tenga una diferencia de al 

menos 10% de la probabilidad equivalente ofrecida por un proveedor global de probabilidades; 

(iii) cuando crean ganancias que son un 50% más altas que las siguientes probabilidades 

ofrecidas por el organizador; y, (iv) cualquier otro elemento significativo de una apuesta que tenga 

una diferencia de al menos 10% del precio equivalente del próximo hándicap u otro valor ofrecido 

por el organizador. 

La Sala evidenció que la ganancia otorgada por la apuesta al participante “Hamilton 

Lewis” con la probabilidad de 3 000, excedía en más de un 50% a la ganancia ofrecida por 

proveedor global de probabilidades para la misma apuesta; por consiguiente, se configuró el 

supuesto de error evidente de la probabilidad asignada, ello de conformidad con el artículo 7° del 

Reglamento del juego “Te Apuesto”. 
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL 

EXPEDIENTE 

2.1. Deber de Idoneidad establecido en el artículo 18 y 19 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor. 

En el Perú, a través de los artículos 18° y 19° de la Ley N° 29571, Código de Protección 

y Defensa al Consumidor se establece el deber de idoneidad, determinando: 

Artículo 18º.- Idoneidad Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que 

un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera 

ofrecido, la publicidad e información transmitida, las condiciones y circunstancias de 

la transacción, las características y naturaleza del producto o servicio, el precio, entre 

otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso. La idoneidad es evaluada 

en función a la propia naturaleza del producto o servicio y a su aptitud para satisfacer 

la finalidad para la cual ha sido puesto en el mercado. (Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, 2010) 

Artículo 19º.- Obligación de los proveedores El proveedor responde por la idoneidad 

y calidad de los productos y servicios ofrecidos; por la autenticidad de las marcas y 

leyendas que exhiben sus productos o del signo que respalda al prestador del 

servicio, por la falta de conformidad entre la publicidad comercial de los productos y 

servicios y estos, así como por el contenido y la vida útil del producto indicado en el 

envase, en lo que corresponda (Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

2010) 

Para conseguir un análisis del deber de idoneidad, el INDECOPI, a través de sus 

resoluciones se ha pronunciado con distintos criterios; razón por la cual, considero necesario 

mencionar a dos resoluciones sumamente conocidas, que establecen un análisis antagónico del 

deber de idoneidad. 

En la Resolución N° 2221-2012/SC2-INDECOPI, mediante la cual se declaró fundado el 

recurso de revisión planteado por H, en el considerando 31 se estableció que, al analizar la 

normativa presentada en el Código de Protección y Defensa del consumidor sobre deber de 

idoneidad, para determinar la existencia de una infracción no basta solo la ausencia de fallas o 

deficiencias del producto, sino que el proveedor debe brindar medios alternativos que solucionen 

dichos problemas de forma oportuna, ya sea a través de una reparación, sustitución del producto 
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o devolución de lo pagado (Importaciones Hiraoka S.A. VS Juana Rufina Bocanegra Ayllón, 

2012). 

Entonces, el proveedor debe otorgar las soluciones legales ante un defecto que vulnere 

las expectativas de los consumidores; de lo contrario, habría una configuración de infracción del 

deber de idoneidad, pues es importante el comportamiento del proveedor una vez que ha tomado 

conocimiento de las fallas presentadas en el producto. 

De otro lado, en la Resolución 1008-2013/SPC-INDECOPI, considerando 64, se 

establece que si bien los proveedores pueden ofrecer medios alternativos en caso de que el 

producto presente fallas o tenga defectos o no se cumpla con las expectativas legitimas del 

consumidor, no enerva que el proveedor hubiese cometido infracción al deber de idoneidad al 

dar el producto o servicio defectuoso; toda vez, que la acción ya ha sido consumada. (America 

Movil Perú S.A.C VS Daniel Enrique Torrealva Reyes, 2013) 

A diferencia del criterio H, en el caso de A.M se presenta una posición sumamente 

antagónica, pues no se toma importancia al comportamiento del proveedor de otorgar remedios 

jurídicos, ya que la sola existencia de fallas o desperfectos en el producto, son el motivo principal 

para la configuración de la infracción al deber de idoneidad. 

En el expediente materia del informe jurídico, se advierte que tanto la Comisión y la Sala 

Especializada, no hacen mención expresa de los criterios adecuados para la interpretación del 

deber de idoneidad; por el contrario, realizan una valoración contradictoria sin mayor justificación, 

es decir, utilizan criterios opuestos tanto la primera instancia y la segunda instancia sin justificar 

el cambio de criterio, solo lo aplican directamente. 

 

2.2. Calificación de Consumidor Especializado 

 
2.2.1. Identificación 

 

En el presente caso, al consumidor J.A.C.F, se le consideró como un consumidor 

especializado; toda vez que, de acuerdo al criterio de la Sala, el servicio adquirido es complejo y 

el consumidor necesita tener en cuenta que en este tipo de apuestas deportivas debe 

previamente realizar una serie de averiguaciones y estrategias antes de apostar, lo que implica 

una incidencia en el nivel de información que debe tener el interesado al momento de la 

contratación del servicio de apuesta. 
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En la doctrina y la jurisprudencia, la noción de consumidor se ha tratado de distintas 

formas, diferenciando al consumidor razonable, al consumidor medio y al especializado; sin 

embargo, en el Código de Protección al Consumidor no se ha regulado la exigencia de 

razonabilidad en la diligencia que deben tener los consumidores en las relaciones de consumo. 

En ese sentido, debemos enfocarnos en la definición del consumidor especializado, en 

palabras de (Aldana Ramos & Gagliuffi Piercechi, 2004) “…se trata de aquél que posee una 

considerable experiencia respecto de la adquisición de bienes y/o servicios en particular. 

Teniendo en cuenta el tipo de información de la que dispone un Consumidor Especializado, así 

como su experiencia en el mercado, podría afirmarse que su situación, respecto de las normas 

de protección al consumidor, es muy similar a la del propio proveedor de bienes y/o servicios, es 

decir, que no se presentaría asimetría informativa o esta sería mínima”. 

Cabe resaltar, que un consumidor especializado cuenta con mayor nivel de información 

y tiene conocimientos similares a las del proveedor, pero también merece tutela por parte de la 

administración pública, pues dependiendo del caso en concreto, se le puede considerar como un 

destinario final de la adquisición de bienes o servicios. 

Considero que el problema jurídico materia de análisis, se evidencia al momento en el 

que la Sala presume como consumidor especializado a todo aquel que realiza juego de apuestas 

y no valora la condición particular del consumidor aplicándose un estándar de consumidor 

especializado, que es más gravoso que los que se aplica comúnmente. 

2.2.2. Efectos 
 

Es importante mencionar, que las presunciones otorgadas a los consumidores medios o 

razonables no son aplicadas a los consumidores especializados, pues disponen de una 

información especializada en cuanto el servicio adquirido y cuentan con mínima asimetría 

informativa. 

Sin embargo, no son desprovistos de tutela por parte de la administración, ya que sus 

expectativas también pueden ser defraudadas; es decir, que dichos consumidores aún se 

encuentran salvaguardados, pero no en función de la asimetría informativa, mas sí lo serian, Por 

ejemplo, en función a la salud, integridad y etc. 
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2.3. Reglamento Interno de Te apuesto 

 
2.3.1. Efectos del reglamento en los Juegos de Apuestas 

 

La empresa I es una casa de apuestas que también cuenta con un sistema virtual para 

brindar este servicio. Para poder participar virtualmente debes registrarte y aceptar los “Términos 

y condiciones” establecidos por la empresa. El denunciante, con su usuario “Cixmen” hacía uso 

de este servicio con lo que se concluye que había aceptado los términos y condiciones. El artículo 

1.5 de este documento establece es que cada juego ofrecido por I tiene su propio reglamento, 

instrucciones etc. Estos juegos están habilitados en la página Web de la empresa y a través de 

la misma página se celebran los contratos de apuestas. Antes de hacer su jugada, el acto de 

crear un usuario y registrarse, es la primera aceptación que relaciona jurídicamente la aplicación 

de este reglamento con el caso concreto. 

Posteriormente al realizar sus jugadas el señor J.A.C.F, tenía conocimiento que era el 

juego “Te apuesto”, que era parte de los juegos ofrecidos por I, por tanto, tenía su propio 

reglamento, instrucciones y demás. Al realizar sus jugadas, pese a que el solo vio su ticket y las 

apuestas que él mismo realizó, también estaba aceptando el reglamento interno de “Te apuesto” 

porque la prestación de servicio está sujeta a su aplicación. Debido a que se trata de una 

contratación masiva, en la que un número grande de personas tienen una similar afinidad por 

este tipo de juegos, este reglamento es el instrumento jurídico que rige para todos ellos (de la 

Puente y Lavalle, 1995) , de otra forma sería mucho más costoso (o imposible) que este servicio 

tenga el mismo alcance que tiene ahora. 

Este reglamento constituye jurídicamente cláusulas generales de contratación y como tal, 

son de aplicación al contrato particular conforme se ha señalado, primero al aceptar los términos 

y condiciones, segundo, al crear el usuario y finalmente al seleccionar un juego determinado (en 

este caso “Te apuesto”), con todo este accionar, se ratifica la aplicación de estas cláusulas 

generales. 

 

2.3.2. Carencia de cláusulas abusivas 

 
Si bien es cierto las cláusulas generales de contratación pueden implicar una desventaja 

con el consumidor, dado que todas las disposiciones son elaboradas unilateralmente por el 

proveedor, es una práctica generalmente aceptada, pues permite la transacción de bienes y 

servicios a una mayor escala, generando un mayor bienestar social que el que obtendríamos si 

no se permitiera. 
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Sin embargo, cuando esta elaboración unilateral de los términos contractuales, afecta 

gravemente el derecho de los consumidores, entonces son calificadas como cláusulas abusivas. 

No obstante, en el caso bajo análisis no se ha discutido si la cláusula estipulada en el artículo 7 

del reglamento de “Te apuesto” constituye o no una cláusula abusiva, sin embargo, concluimos 

que no lo es. 

Esto debido a que no es una renuncia al derecho pagado, tampoco es una modificación 

al libre arbitrio de I, no limita responsabilidad, sino que modifica la obligación en términos de 

razonabilidad. Es decir, modifica el porcentaje en función de la media ofrecida en el mercado, 

remitiéndose a un precio más justo que el establecido por error, en el sistema de I. 

Al no subsumirse en ninguno de los tipos establecidos en el artículo 50 y 51 del Código 

de Protección y Defensa del Consumidor; además de ser una cláusula que se ajusta en función 

del mercado y no del propio interés del proveedor, se puede concluir que no es una cláusula 

abusiva. Este debate pudo haberse profundizado más en el caso, sin embargo, como ya se ha 

mencionado, no fue un punto controvertido a lo largo del procedimiento. 
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

3.1. Posición fundamentada sobre los problemas jurídicos identificados. 
 

3.1.1. Sobre la incorrecta interpretación del deber de idoneidad establecido en el artículo 

18 y 19 del Código de Protección al Consumidor. 

Cómo se ha expuesto a lo largo del trabajo, existe dos criterios ampliamente antagónicos 

en la Resolución N° 2221-2012/SC2-INDECOPI (criterio H) en el que se reconoce que la sola 

constatación de alguna falla en el producto, no configura una trasgresión al deber de idoneidad, 

solo se configura si ante dicha eventualidad el proveedor no brinda un remedio adecuado. Por 

otra parte, la Resolución N° 1008-2013/SPC-INDECOPI (criterio A.M) establece que, aunque los 

proveedores ofrezcan soluciones o remedios jurídicos, esto no enerva la infracción al deber de 

idoneidad por la sola falla en los productos. 

Aunque el deber de idoneidad está establecido en los artículos 18 y 19 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, para conseguir un análisis del deber de idoneidad primero 

se debe tomar en cuenta diferentes variables (las garantías) para establecer un modelo de 

referencia de idoneidad, antes que analizar la situación de la realidad. Cuando estas coinciden 

(el modelo de referencia de idoneidad y la realidad) puede afirmarse que se ha cumplido el deber 

de idoneidad, de no hacerlo se acreditaría la infracción del deber de idoneidad (Rodríguez García, 

2014) 

Este criterio es el más apropiado para resolver los problemas del deber de idoneidad, 

pues para determinar la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que recibe, es 

necesario tener un criterio objetivo. Ya que las expectativas subjetivas del consumidor no 

constituyen una obligación absoluta para el proveedor, pues dicha perspectiva resulta 

desproporcional y parcializada. Entonces, para determinar lo exigible por el consumidor, en virtud 

del deber de idoneidad, debemos remitirnos al artículo 20 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor que expresamente establece que: 

Artículo 20.- Garantías 

 
Para determinar el deber de idoneidad de un producto o servicio, debe compararse el 

mismo con las garantías que el proveedor está brindando y a las que está obligado. Las 

garantías son las características, condiciones o términos con los que cuenta el producto 

o servicio (…) (Código de Protección y Defensa del Consumidor, 2010) 
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Entonces, el modelo de referencia de idoneidad para determinar lo que el consumidor 

espera, se establece tomando en cuenta las garantías legales, aquellas establecidas por ley; las 

garantías explícitas, aquellas establecidas por el propio proveedor; y las garantías implícitas, las 

que sí abordan la esfera subjetiva del consumidor y responden a sus expectativas individuales al 

momento de contratar. 

Así como una garantía legal no puede ser desplazada por una garantía explícita, debido 

a que no es racional pensar que la manifestación unilateral del proveedor lo exime del 

cumplimiento de sus obligaciones legales; tampoco puede una garantía explícita ser desplazada 

por una implícita, pues ante el silencio legal, un consumidor no puede alegar tener expectativas 

distintas a las que expresamente el proveedor manifestó antes o al momento de contratar. 

 

3.1.2. La calificación del consumidor especializado en el caso concreto. 

 
El consumidor especializado no es una categoría jurídica regulada en el Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, pero en la doctrina se le puede reconocer como aquel con 

considerable conocimiento de manera que la brecha de asimetría informativa no existiría o sería 

mínima. Sin embargo, esto no significa que no puedan ser sujetos de protección, pues, aunque 

tengan un nivel de conocimiento superior al estándar, aún pueden ser calificados como 

consumidores finales, es decir, como sujetos de protección del código mencionado. (Aldana 

Ramos & Gagliuffi Piercechi, 2004). 

Si bien el Código de Protección y Defensa del Consumidor, establece que el consumidor 

final como aquel sujeto de protección, el mismo código guarda silencio sobre la exigencia de 

razonabilidad en su comportamiento; es decir, no especifica cuánta diligencia debe tener el 

consumidor en las relaciones de consumo para estar dentro del ámbito de protección del código. 

Doctrinariamente pueden clasificarse en tres niveles los consumidores: el consumidor promedio, 

el consumidor razonable y el consumidor especializado. 

Algún sector de la doctrina defiende que el estándar de consumidor que protege el código 

es un consumidor promedio, entendiendo a los consumidores como los débiles y amedrentados 

en la relación de consumo y que por su condición son protegidos aun cuando por su propia 

negligencia se cause el daño. Otro sector defiende que el estándar aplicable de consumidor 

razonable; este consumidor razonable es aquel capaz de entender los términos y condiciones en 

las que se da su contratación, es decir que comprende los riesgos y garantías, pero también 

reconoce que este consumidor se encuentra en una situación de desventaja informativa frente al 

proveedor. 
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Aunque este informe no tiene por objeto poner fin a esta discusión ni mencionar una 

postura como absoluta por sobre la otra, respecto de la clasificación de consumidor 

especializado, podemos concluir que, pese a reconocer que está bajo el ámbito de protección 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor, ningún sector de la doctrina establece a 

este tipo de consumidor como el estándar aplicable. En ese sentido para determinar a un 

consumidor especializado, debe atenderse a un caso muy particular, pues debe tomarse en 

cuenta que la asimetría informativa se presumirá inexistente o muy acortada de manera que las 

pretensiones que se funden en estas razones podrían ser desestimadas. 

 

3.1.3. Validez del Reglamento de Te Apuesto en la apuesta organizada por I. 

 
En el caso particular de Te Apuesto, al realizarse las apuestas en línea, las personas se 

registran con una cuenta y para ello deben aceptar los términos y condiciones establecidos por 

el proveedor. Dentro de esos términos y condiciones el numeral 1.5 establece que toda 

información (normas, instrucciones, reglamentos, libro de reclamaciones) relacionadas con los 

juegos de I se ofrecían a través de su página web. Es decir, al aceptar estos términos y 

condiciones, indirectamente también aceptas someterte a las nomas, reglas e instrucciones para 

los juegos de apuestas de I. 

Los juegos de apuesta, como los de I, buscan alcanzar a una gran cantidad de público, 

por lo que requieren de un instrumento jurídico que les permita satisfacer su necesidad 

rápidamente, de igual manera I requiere de un instrumento que le permita colocar rápidamente 

su producción (en este caso las apuestas) al mayor número de consumidores dispuestos pagar 

por ello (de la Puente y Lavalle, 1995). Ese sentido, tanto los términos y condiciones como el 

propio reglamente de “Te Apuesto” eran formas de contratación masivo, en específico se trataba 

de cláusulas generales de contratación. 

El controvertido artículo 7 del reglamento de Te Apuesto, era aplicable al caso concreto 

porque se trataba de una cláusula general de contratación al contrato principal que se había 

celebrado al hacer su apuesta el denunciante. Este artículo permitía a I modificar unilateralmente 

el contrato celebrado (respecto de la probabilidad) si se hacía manifiesto un error. Para ello 

también define lo que es un error manifiesto. 

Conforme a lo explicado por tratarse de una cláusula general de contratación, debe 

analizarse si se trata o no de una cláusula abusiva o vejatoria. En este sentido existen cláusulas 

abusivas absolutas, cuando bajo cualquier contexto resultan trasgresoras del derecho de los 

consumidores; y también existen las cláusulas abusivas de ineficacia relativa, las que atendiendo 
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al caso concreto pueden o no violar el derecho de los consumidores. Siendo la autoridad 

administrativa (INDECOPI) la que puede inaplicar estas cláusulas para resolver las denuncias 

realizadas por los consumidores y a la que le corresponde establecer qué tipo de cláusula 

abusiva es. 

Lo que establece el Código de Protección y Defensa del Consumidor respecto de las 

cláusulas generales de contratación es que estas deberían ser aprobadas por la autoridad 

administrativa (o el ente regulador), de manera similar está previsto en el código civil en su 

artículo 1393. Sin embargo, la realidad demuestra que existe una amplia libertad contractual y 

que en su mayoría las cláusulas generales de contratación no son aprobadas 

administrativamente. En este caso el reglamento de Te Apuesto, es no aprobado 

administrativamente, pues las apuestas no son una actividad cuyas cláusulas generales de 

contratación deban ser aprobadas administrativamente. 

Es importante resaltar la labor del INDECOPI al analizar las cláusulas generales de 

contratación pues de no determinar que las cláusulas aplicadas por el proveedor sean cláusulas 

abusivas y que de alguna forma afecte al consumidor. Este último no podría exigir algo diferente, 

porque las cláusulas generales de contratación constituyen una garantía explícita respecto de la 

idoneidad del producto o servicio contratado. 

Por ello, si se trata de una actividad regulada, las cláusulas generales de contratación, 

serían secundarias a lo establecido por la norma reguladora, ya que la norma constituye garantía 

legal que desplaza a cualquier garantía explícita puesta por el proveedor en sus cláusulas 

generales de contratación. No obstante, al tratarse de actividades poco reguladas (las apuestas) 

y existir amplia libertad contractual, las cláusulas generales constituirían una garantía explícita 

que no puede ser desplazada por garantías implícitas, es decir, las expectativas subjetivas que 

el consumidor individualmente pueda tener. 

Pese a que más adelante se va a analizar con más profundidad, finalizamos este acápite 

mencionando que para el análisis del presente caso, en el que ocurrió una falla en el sistema de 

cálculo de posibilidades, la Autoridad Administrativa debió estudiar el deber de idoneidad desde 

las garantías establecidas en el caso, debiendo pronunciarse sobre si el artículo 7 que permitió 

a la empresa modificar unilateralmente el contrato para cambiar la probabilidad acordada en un 

principio, resulta una cláusula abusiva o no, análisis que no se da en ninguna de las resoluciones 

bajo análisis, en ambas se asume como una cláusula legítima. 
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3.2. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas 

 
3.2.1. Sobre la Resolución N° 102-2019/INDECOPI-LAM emitida por la Comisión de 

Protección al Consumidor. 

Para brindar mi posición fundamentada sobre la resolución de primera instancia, es 

importante tener en claro qué aspectos de la misma serán analizadas. En ese sentido, lo serán 

los problemas jurídicos advertidos en este caso y cómo es que ha sido motivada su decisión en 

estos extremos, finalmente podrá deducirse de los comentarios a la motivación si estoy de 

acuerdo o no con la decisión final, pero, el objeto de este informe, es resaltar el contraste y/o la 

coincidencia que existe en este informe con los argumentos jurídicos emitidos por la Autoridad 

Administrativa en este caso. 

Respecto del primer problema controvertido, se puede advertir que la Comisión comete 

un error al analizar el deber de idoneidad únicamente en virtud del artículo 18 y 19 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor ignorando el artículo 20; es decir, las garantías que existían 

en el presente caso y que determinan la idoneidad de un producto o servicio. 

Sobre los hechos del caso, no existió mucha controversia y es un acierto la forma como 

la resolución bajo análisis expone cada una de las pruebas y a partir de ellas establece la 

secuencia de hechos que son motivo de controversia. También es necesario aclarar que I no 

refutó ninguno de los hechos, reconoció que todo lo expuesto por el denunciante era cierto, por 

lo que la discusión era netamente jurídica y no fáctica. 

A fin de abreviar el caso, relato que el denunciante el 16 julio de 2018 participó del juego 

con el ticket N° 40535995 en el que se hacían siete apuestas a distintos corredores de carrea del 

Grand Prix de Alemania y a cada uno le apostó cinco soles (S/ 5.00). La apuesta N° 07 era para 

“Hamilton, Lewis” con una probabilidad de tres mil (3000), lo que significaba que, de resultar 

ganador del Grand Prix, Hamilton; I le pagaría al señor J.A.C.F quince mil soles (S/. 15,000.00). 

El 22 de julio de 2018, se llevó a cabo la carrera y resultó ganador el corredor Hamilton, 

por lo que el 23 de julio de ese mismo año el denunciante solicitó el abono del monto ganador; 

sin embargo, verificó que solo tenía un abono por once soles con cinco céntimos (S/ 11.05) como 

premio por haber apostado a la victoria del corredor Hamilton. Estos son los hechos reconocidos 

por ambas partes sin embargo la discusión jurídica radica en las cláusulas generales de 

contratación, particularmente en el reglamento de Te Apuesto. 
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El reglamento de Te Apuesto en su artículo 7 establece la potestad unilateral de I para 

modificar las probabilidades de la apuesta ya efectuada, siempre que se hubiese cometido un 

error manifiesto. También define al error manifiesto como aquel que crean ganancias cincuenta 

por ciento (50%) mayores a las probabilidades promedio ofrecidas por diferentes proveedores 

globales para la misma apuesta. 

La Comisión, en el fundamento 43 de la resolución bajo análisis concluye que el actuar 

de I no fue idóneo, porque no advirtió la existencia de una falla y que debe tener mecanismos 

destinados a evitar que en sus consumidores se generen expectativas que se puedan revertir. Al 

respecto discrepo sobre este asunto, pues no es verdad que la idoneidad se vulnere con la sola 

falla del producto, si se ha advertido que el producto puede presentar fallas y que existen 

remedios jurídicos expresos para estas fallas. 

La Comisión define al deber de idoneidad como las expectativas que el consumidor tiene 

al contratar, aun cuando se le ha advertido, en las cláusulas generales de contratación remedios 

jurídicos para fallas manifiestas. Determina el deber de idoneidad en lo que individualmente el 

consumidor espera sin tomar en cuenta las garantías legales y explicitas previamente, esto como 

ya hemos mencionado, trasgrede crasamente al artículo 20 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor. 

No se puede negar que es expectativa del consumidor que las apuestas con las que 

contrate inicialmente sean válidas y vigentes hasta el momento de determinarse al ganador de 

la apuesta. Sin embargo, también es cierto que aquellos consumidores más experimentados en 

las apuestas tienen pleno conocimiento de estas reglas, porque este producto o servicio solo 

puede darse a este precio en la medida que el proveedor sienta que puede ser rentable, de 

atribuirle esta carga adicional (aun cuando la ley no lo exige) convierte en irrelevante cualquier 

estructura compleja de contratación que le resulte rentable, pues, bajo la lógica de la Comisión, 

siempre predominara las ingenuas expectativas del consumidor, lo que convertiría a esta 

actividad en una no rentable. 

La doctrina reconoce que a medida que avanza la regulación se debe evitar que se 

rompan con el equilibrio natural alcanzado por consumidores y proveedores, incluso a nivel de 

desarrollo técnico, pues puede perjudicar el comercio de servicios cuya innovación y desarrollo 

tienen un papel relevante no solo para grandes empresas sino también para pequeñas y 

medianas (Arana, 2010) 
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Por esto, considero necesario determinar si esta forma de contratación resultaba abusiva 

o no, sin embargo, la Comisión no realiza este análisis, se limita a mencionar que I está habilitada 

a realizar este cambio en la probabilidad, es decir, reconoce que no es una cláusula vejatoria 

(por lo que debería admitir su aplicación), pero señala que I debió haber previsto o haber 

solucionado dicha falla, lo que sería contradictorio a esta regla en sí misma. Porque no tiene 

sentido una regla que te proteja contra las fallas de cálculo de un algoritmo si después igual serás 

sancionado por las fallas de cálculo del mismo algoritmo, la certeza que debe proveer la autoridad 

administrativa para dotar de seguridad jurídica al consumidor y al proveedor, es declarar si esta 

forma compleja de contratación estará permitida o resulta abusiva y por tanto no está permitida. 

Entonces, la autoridad falla en el análisis de idoneidad del servicio, porque no utiliza las 

garantías conforme al artículo 20 para determinar la idoneidad. Invierte el orden del análisis 

privilegiando la perspectiva de este consumidor individual frente a las establecidas en las 

cláusulas generales, a las que también están sometidos otros consumidores. Y porque, se 

contradice al establecer que la empresa I incumplió el deber de idoneidad, al aplicar un artículo 

que lo protegía de un error manifiesto; cuando la propia Comisión argumenta que la actuación 

del denunciado no era idónea, pero la cláusula bajo la que actuó no fue cuestionada. 

Finalmente, frente a la categoría de consumidor especializado, coincido con esta 

resolución en su fundamento 46 en que, no basta alegar que todos los consumidores que un 

proveedor tiene son especializados, o alegando que todos ellos conocen el modo en que operan 

y son expertos contratando con ellos, bastaría para emplear una práctica desventajosa al 

consumidor. Puesto que la asimetría informativa que presenta el consumidor debe ser analizado 

para cada caso concreto y no podemos generalizar en que todo un grupo de consumidores es 

experto por el solo hecho de contratar; ya que todo consumidor experimentado en el algún 

momento fue consumidor por primera vez y esto también es aplicable en el caso de las apuestas. 

Sin embargo, este enfoque no es lo suficientemente desarrollado en esta resolución y será en la 

de segunda instancia en la que este concepto se profundizará. 

 

3.2.2. Sobre la Resolución Final N° 2131-2019/SPC-INDECOPI, emitida por la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor 

 

La resolución de segunda instancia emitida por la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor para determinar la expectativa del consumidor (modelo de idoneidad) con el que 

debe corresponderse la realidad enumera tres factores a tomar en cuenta para dilucidar este 

caso, los que son: 
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(i) El tipo de mercado al cual pertenece el producto ofertado; 

(ii) El hecho que el denunciante no haya alegado o sustentado el potencial estado de 

especial desprotección o desconocimiento respecto del servicio de apuesta 

deportiva; y, 

(iii) La situación del competidor apostado (“Hamilton Lewis”) con relación a los otros 

participantes competidores en el mismo evento (Caso INTRALOT, 2019) 

Lo primero que se puede advertir es que no se ha realizado un análisis de las garantías 

en este caso concreto para determinar la idoneidad del producto o servicio. En un sentido distinto 

utilizan estos tres criterios para formar un modelo de idoneidad que luego será contrastado con 

la realidad, el marco fáctico, y de coincidir o no se determinará la infracción del deber de 

idoneidad. 

Sobre el primer punto, en el fundamento 31 de la resolución bajo análisis establece una 

clasificación de los mercados en masivos y especializados (no masivos), en la que asume que 

todo consumidor que intervenga en este mercado, realiza una serie de averiguaciones y 

estrategias previo a la contratación. Esta presunción no tiene un fundamento jurídico, la sala 

realiza un argumento más motivado en la experiencia; sin embargo, la clasificación de mercados 

masivos y no masivos se vuelve incierta sino se establecen criterios claros para diferenciarlos. 

Preliminarmente uno creería que un mercado masivo y uno no masivo (especializado) se 

determinaría por la cantidad de consumidores que tiene, pero según la motivación brindada por 

la Sala, la diferencia la determina la diligencia previa que debe tener el consumidor, es decir será 

masivo si no requiere una investigación previa y será especializado si requiere una investigación 

previa. Esta clasificación no tiene sustento jurídico, la ley no obliga al consumidor a ser diligente 

solo lo incentiva a serlo; o cuando lo protege incentiva a ser menos preocupado por los términos 

de la contratación. 

Cuando la sala asume que existen mercados masivos y en contraste, mercados 

especializados, considero que está reconociendo la aplicación de dos estándares diferentes de 

exigencia de razonabilidad del consumidor, dejando mucha discrecionalidad a la autoridad para 

aplicar uno u otro estándar, pues la diligencia que debe tener un consumidor, no está regulada 

por mercados en el Código de Protección y Defensa del Consumidor. Por ello es perverso 

establecer mercados donde el solo de hecho de consumir implica la exigencia de un estándar de 

razonabilidad más severo que en otros mercados. 
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Para el caso concreto no creo que se trate de un mercado especializado en los términos 

de la resolución bajo análisis. Como sustento es aún más especializado el mercado bancario o 

financiero; sin embargo, no es acorde a las resoluciones del INDECOPI ni lo sería con el marco 

de protección al consumidor, desconocer la asimetría informativa que existe entre los usuarios y 

los proveedores de productos financieros; aun y si el consumidor realizara una investigación (o 

se entienda que debería hacerlo). Porque la asimetría informativa y la calidad de consumidor 

especializado se determina en cada consumidor en particular y no porque el solo consumo o 

porque un sector “sea especializado”; o porque “así lo dicte la autoridad”. Y con más razón no 

puede generalizarse este razonamiento cuando la ley guarda silencio respecto del estándar 

aplicable al consumidor sobre su debida diligencia. 

Estos errores mencionados son rectificados en el punto (ii) del análisis propuesto por la 

Sala, ya que analiza de manera particular la situación denunciante y cuestiona si en verdad, 

existía asimetría informativa o no en este caso concreto, determinando que no se ha acreditado 

del todo que dicha asimetría existiera pues el denunciante no ha alegó tener desconocimiento en 

la contratación de los términos en la contratación de este servicio. 

Sobre el desarrollo de este segundo punto si bien ya corrigió el análisis de clasificar a 

consumidores como especializados por aquello que consumen, analizando el caso particular del 

consumidor, no estoy de acuerdo en el hecho de que se ponga en duda la asimetría informativa 

del consumidor por no alegar desconocimiento, ya que, bajo el estándar de un consumidor 

razonable, este desconocimiento o esta situación de asimetría informativa se debe presumir. 

Debiendo el proveedor desvirtuar esta presunción para el caso concreto, no bastando alegar que 

“todos sus consumidores son especializados”, pues se volvería a la falacia de generalizar a los 

consumidores como especializados por lo que consumen y no por lo que en verdad conocen. 

La información guarda un papel transcendental en las vicisitudes de una relación de 

consumo debido a que es a través de la información brindada por el proveedor que se generarán 

las garantías que podrá exigir el consumidor en el marco de su relación de consumo (Supo 

Calderón & Bazán Vásques, 2020). Es por esto que no puede presumirse un alto grado de 

especialidad del consumidor solamente por el hecho de consumir, deben existir otros factores 

como su historial de consumo, su grado de instrucción y la orientación de la misma, que deben 

ser acreditados por el proveedor y no presumidos por la autoridad. 

En el desarrollo del último punto, la Sala advierte que existe una incongruencia entre la 

probabilidad asignada Hamilton Lewis y su historial de éxito, concluyendo que no resultaba 
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razonable que proveedor otorgara tanto beneficio a alguien que probablemente ganaría y 

haciendo su propio análisis de probabilidad la Sala concluye que el proveedor habría incurrido 

en un error al asignar las probabilidades; no obstante, el hecho que la Sala haya podido concluir 

que la probabilidad asignada fuese errónea, no es lo que excluye de responsabilidad a I. 

La Sala posterior a este último punto analiza el artículo 7 del reglamento del Te Apuesto 

en el que según sus premisas en caso de incurrir en una falla manifiesta la empresa I podría 

variar unilateralmente la probabilidad asignada al momento de apostar. Al determinar la Sala que 

se incurrió en un error evidente, no solo por su razonamiento, sino porque también se cumplía la 

propia definición de error evidente establecida en el reglamento de Te Apuesto, expone que es 

innegable que el consumidor era capaz de discernir que la probabilidad ofertada inicialmente no 

sería la correcta al final. Siendo por la desproporcionalidad y por la aplicación de las cláusulas 

generales de contratación, que se establece que el actuar de I si cumplió con el deber de 

idoneidad y no tiene responsabilidad administrativa. 

Al respecto considero que no solo por la desproporcionalidad de la oferta se pueda 

determinar la ausencia de responsabilidad, pues al guardar silencio la ley (garantía legal) sobre 

el estándar exigible de razonabilidad para el consumidor y al hacerlo también el proveedor 

(garantía explícita), ya es aplicable la expectativa individual del consumidor (garantía implícita), 

por lo que el fundamento válido en la resolución bajo análisis para determinar la ausencia de 

responsabilidad de I está en las garantías explícitas establecidas en las cláusulas generales de 

contratación, particularmente en el reglamento de Te Apuesto. 
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IV. Conclusiones 

 
1. En el presente caso, la Comisión de Protección al Consumidor y la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor, realizan una valoración contradictoria sin mayor justificación 

de porque se aparta uno del otro. El primero, determina el deber de idoneidad en lo que 

individualmente el consumidor espera sin tomar en cuenta las garantías legales y 

explicitas previamente; y el segundo, utiliza tres diferentes criterios que serán 

contrastados con la realidad, el marco fáctico, para determinar la infracción del deber de 

idoneidad; cabe resaltar, que tampoco tomaron en cuenta las garantías establecidas en 

el artículo 20 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 
2. Del análisis del caso, se puede determinar que las cláusulas generales de contratación 

pueden implicar una desventaja para el consumidor, debido a que todas las disposiciones 

son elaboradas de manera unilateral por el proveedor, pero es una práctica generalmente 

aceptada. Sólo se consideran abusivas, cuando afectan gravemente el derecho de los 

consumidores. 

 
3. Así mismo, no existe una interpretación adecuada sobre el mercado especializado en el 

caso concreto, ya que se pretender diferenciar al mercado masivo (no se requiere 

investigación previa) del especializado (si requiere investigación previa), sin mayor 

sustento jurídico. Mientras que la diligencia que debe tener un consumidor no está 

regulada por mercados en nuestro Código de Protección y Defensa del Consumidor; en 

ese sentido, no es adecuado determinar un estándar de razonabilidad más severo, por el 

simple hecho de consumir en un determinado mercado; así mismo, no podemos 

generalizar en que todo un grupo de consumidores son expertos por contratar ya que todo 

consumidor experimentado en el algún momento fue consumidor por primera vez, siendo 

relevante un análisis profundo por cada caso. 

 
4. No es la irrazonabilidad (o desproporcionalidad) de la oferta, lo que determinó la ausencia 

de responsabilidad del proveedor, el fundamento válido para sancionar a la empresa I 

está en las garantías explícitas establecidas en las cláusulas generales de contratación, 

en particular, el reglamento de Te Apuesto, al cual se ha suscrito el consumidor al 

momento de contratar. 
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5. Para finalizar, es imprescindible que el modelo de referencia de idoneidad que va a 

determinar lo que el consumidor espera, deba realizarse tomando cuenta las garantías 

legales, explícitas e implícitas reconocidas en el artículo 20 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, las legales (establecidas por ley); garantías explícitas 

(establecidas das por el propio proveedor) y las garantías implícitas (abordan la esfera 

subjetiva del consumidor al momento de contratar). 
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VI. Anexos 

 

 
Anexo N° 1 - Escrito de la denuncia. 

Anexo N° 2 - Admisión a trámite. 

Anexo N° 3 -  Descargos. 

 
Anexo N° 4 - Acta de Audiencia. 

 
Anexo N° 5 - Resolución de Primeria Instancia. 

Anexo N° 6 - Recurso de Apelación. 

Anexo N° 7 - Absolución de la Apelación. 

Anexo N° 8 - Resolución de Segunda Instancia. 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 


